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Providencia:
SENTENCIA DE TUTELA – 2ª Instancia – 15 de diciembre de 2016
Radicación Nro. :
  
66001-31-03-002-2016-00397-01
Accionante:

MARÍA DOLLY BOLÍVAR VÉLEZ

Accionados:
     
COLPENSIONES
Proceso:                
Acción de Tutela – Modifica decisión que negó el amparo por improcedente y declara la acción improcedente
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


DERECHOS A LA SEGURIDAD SOCIAL Y AL MÍNIMO VITAL Y MÓVIL / INCREMENTO PENSIONAL / SUBSIDIARIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA / AUSENCIA DE INMEDIATEZ. “ [L]a protección de los derechos fundamentales que invoca la peticionaria, tenía que fracasar en la forma en que fue pedido por ella, probado como está que el otrora Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión de vejez (f. 11, c. 1). Es decir, bien se puede inferir, que como desde la calenda de ese reconocimiento, esto es, en el año 2000 hasta ahora, pasados alrededor de 16 años, que el monto de la que actualmente recibe le permite subvenir sus necesidades básicas y las de su familia, lo que implica que no se halla ante un perjuicio irremediable que le dé cabida a esta especial forma de protección. (…) [M]ás allá de una acción judicial que intentó hace un considerable tiempo, hubiera propuesto recursos en la vía administrativa contra la resolución de la entidad que negó el incremento; tampoco, que hubiese acudido nuevamente a la jurisdicción ordinaria (…) Es decir, quedó sin acreditar que la falta del reconocimiento de la diferencia a la que aspira en su pensión, signifique la trasgresión actual e inminente de derechos como los que cita la Corte: su dignidad, su subsistencia, el mínimo vital, o la salud, mucho menos ésta, porque para su cobertura deben estarse efectuando los descuentos respectivos. Ahora bien, la sola edad suya y la de su compañero, es insuficiente para abrir paso a la protección deprecada, pues sus derechos fundamentales, se insiste, no se ven comprometidos con la negativa de Colpensiones, que bien pudo ser sometida al escrutinio de la misma entidad, o lo puede todavía ser ante la jurisdicción ordinaria.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-123 de 2015 / Sentencia T-004 de 2009 / Sentencia T-831 de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre quince de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-002-2016-00397-01
Acta N° 593 de diciembre 15 de 2016
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la demandante contra la sentencia proferida el pasado 25 de octubre por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por María Dolly Bolívar Vélez frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 

ANTECEDENTES

  



Actuando en su propio nombre, María Dolly Bolívar Vélez, demandó la protección de los derechos fundamentales “al mínimo vital y móvil y a la seguridad social”, vulnerados, dijo, por COLPENSIONES. 

  



Hizo saber, en resumen, que es adulta mayor, pensionada desde el 31 de diciembre del año 2000 con una mesada que asciende a $1’176.000; que su compañero permanente, con quien vive desde hace más de 30 años, cuenta 67 años de edad y tiene plena dependencia económica de ella, no posee bienes de capital o negocios que le generen réditos, ni recibe alguna clase de auxilio estatal; que con su mesada debe, entonces, asumir todos los costos del  hogar, los cuales superan el ingreso; que tendiente al reconocimiento del 14% de incremento pensional, inició en el año 2004 un proceso ordinario laboral para tal efecto, mas fue declarada la prescripción; ahora, ante una nueva interpretación jurisprudencial de la Corte Constitucional referente a la imprescriptibilidad de esa prestación, solicitó ante la entidad accionada su reconocimiento, pero le fue negado.
 



 
Pidió, en consecuencia, que se acceda a dicho incremento pensional por tener el derecho acorde con el literal b del artículo 21, Acuerdo 049 de 1990.
 



El Juzgado Segundo Civil del Circuito le dio trámite a la acción y le concedió término a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina de COLPENSIONES para que se pronunciaran, pero ambos guardaron silencio. Luego profirió el fallo en el que dispuso “Negar por improcedente” la acción propuesta. Para ello, refirió que no se demostró la vulneración al mínimo vital ni se evidencia la presencia de un perjuicio irremediable; que esta clase de acción no es el mecanismo idóneo para el pago de prestaciones económicas y que la mesada de la actora supera el salario mínimo legal mensual que contempla el artículo 21, literal b del Acuerdo 049 de 1990, por lo que no cumple los requisitos para ser beneficiaria de la misma.
 



Con posterioridad intervino el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones para aludir al desconocimiento del carácter subsidiario de la acción de tutela respecto al trámite de la demandante.

  



Impugnó esta, porque las consideraciones subjetivas del fallador frente a las necesidades básicas insatisfechas no pueden ser determinantes para mantener conculcado un derecho, como quiera que sí aportó pruebas sumarias para dar por sentado la vulneración al mínimo vital; agregó que los hechos que motivaron la demanda ordinaria permanecen de manera injustificada y grave en el tiempo y la Corte Constitucional ofreció una interpretación frente a la prescripción; terminó señalando que la circunstancia de tener una mesada pensional superior al salario mínimo no es razón para considerar que no se atenta contra el mínimo vital.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, según el artículo 86 de la CN, está prevista para que las personas puedan acudir ante un juez, con el fin de que se les brinde protección por la amenaza o la violación de un derecho fundamental, mediante un procedimiento breve y sumario. 

Sin embargo, que así sea, no permite desconocer reglas de procedibilidad de esta acción, entre las que cuentan la subsidiariedad y la inmediatez. Aquella, que es la que interesa para el caso de ahora, parte del supuesto de que solo puede impetrarse un emparo de esta naturaleza, entre otras razones, cuando no se cuente con otros mecanismos de defensa judicial (art. 6-1, Decreto 2591 de 1991). 

En este caso, coincide la Sala con que la protección de los derechos fundamentales que invoca la peticionaria, tenía que fracasar en la forma en que fue pedido por ella, probado como está que el otrora Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión de vejez (f. 11, c. 1). Es decir, bien se puede inferir, que como desde la calenda de ese reconocimiento, esto es, en el año 2000 hasta ahora, pasados alrededor de 16 años, que el monto de la que actualmente recibe le permite subvenir sus necesidades básicas y las de su familia, lo que implica que no se halla ante un perjuicio irremediable que le dé cabida a esta especial forma de protección; es más, ni siquiera lo plantea así en su escrito inicial, lo cual es razonable, porque su mesada está muy por encima de la pensión mínima legal. 

De tiempo atrás, la jurisprudencia nacional ha enseñado que la acción de tutela no es, en principio, el mecanismo idóneo para reclamar acreencias de tipo laboral; para ello existen otras alternativas, bien porque se acuda a la gestión de los jueces ordinarios laborales, o de la justicia contencioso administrativa, dejando a salvo, eso sí, casos en los que está de por medio el mínimo vital u otro derecho fundamental de quien pretende el reconocimiento por vía constitucional, siempre que se den las condiciones que para ello han sido decantadas por la Corte Constitucional. 

Nada más en la sentencia T-004 de 2009
, para traer un ejemplo, recordó la alta Corporación que: 

“La Corte Constitucional ha dicho en numerosas ocasiones que, en principio, la acción de tutela es improcedente para obtener el reconocimiento del derecho a la pensión o reliquidación de la misma, en la medida en que no es fundamental, al no tener aplicación inmediata, puesto que necesita el lleno de unos requisitos definidos previamente en la ley.

Sin embargo, este tribunal Constitucional ha contemplado de manera excepcional la procedencia de la acción de tutela para obtener la reliquidación de la pensión siempre y cuando el desconocimiento de aquel comprometa el núcleo esencial de un derecho fundamental. 

De acuerdo con lo anterior, la reliquidación de una pensión  puede adquirir una connotación de derecho fundamental cuando por conexidad ponga en peligro otros derechos de naturaleza fundamental, entre ellos la vida, el mínimo vital y la dignidad humana de las personas de la tercera edad. Bajo esa premisa, cuando se niegue el reconocimiento de una pensión o reliquidación de la misma y dicha condición involucre directamente a personas de la tercera edad procede la acción de tutela. Al respecto en la Sentencia T- 668 de 2007
 se indicó:

“En síntesis, la acción de tutela no procede para ordenar el reconocimiento o la reliquidación de pensiones, a menos que el conflicto planteado involucre personas de la tercera edad y se logre acreditar la afectación de garantías fundamentales que no puedan ser protegidas oportunamente a través de los medios de defensa previstos para el efecto, de manera tal que se entienda que éstos han perdido toda su eficacia material y jurídica. En dichos eventos, le corresponde al juez constitucional evaluar, valorar y ponderar la situación fáctica puesta a su conocimiento y todos los factores relevantes del caso, para efectos de establecer la necesidad de brindar una protección urgente e inmediata de los derechos conculcados, e igualmente, de determinar con la mayor precisión el grado o nivel de protección que se debe brindar.” 

En esa misma línea argumentativa, la Sentencia T -1013 de 2007
 expresó:

“Así las cosas, es razonable deducir que someter a un litigio laboral, con las demoras y complejidades propias de los procesos ordinarios, a una persona cuya edad dificulta el acceso a la vida laboral y que sus ingresos son precarios para el sostenimiento personal y el de su familia, resulta desproporcionadamente gravoso porque le ocasiona perjuicios para el desenvolvimiento inmediato de su vida personal y familiar y se le disminuye su calidad de vida. Por esta razón, la Corte ha concedido en múltiples oportunidades la tutela del derecho al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, en forma definitiva, o transitoria, de personas cuyo derecho a la vida en condiciones dignas y al mínimo vital resultan afectados por la omisión atribuible a las entidades demandadas.”

Conforme a las consideraciones expuestas, la acción de tutela procederá para solicitar el reconocimiento de una pensión de vejez o una solicitud de reliquidación siempre que la negativa implique conexidad con un derecho de naturaleza fundamental y esté de por medio la protección efectiva de los sujetos de especial protección. Los efectos de la protección podrán ser transitorios o definitivos, subordinados a las reglas que rigen el perjuicio irremediable o si se acredita que el procedimiento jurídico correspondiente resulta ineficaz por las condiciones específicas de cada situación.

En los casos en los cuales el solicitante o afectado sea de la tercera edad,
 el juicio de procedibilidad de la acción de tutela debe ser riguroso, en tanto que debe someter a análisis las circunstancias apremiantes de la protección, más no debe ser tan estricto, pues la condición de pertenecer a la tercera edad implica, por sí misma, el incremento de la vulnerabilidad del individuo. En tal sentido la Corte dijo
: 

“…en ciertos casos el análisis de la procedibilidad de la acción en comento deberá ser llevado a cabo por los funcionarios judiciales competentes con un criterio más amplio, cuando quien la interponga tenga el carácter de sujeto de especial protección constitucional –esto es, cuando quiera que la acción de tutela sea presentada por niños, mujeres cabeza de familia, discapacitados, ancianos, miembros de grupos minoritarios o personas en situación de pobreza extrema. En estos eventos, la caracterización de perjuicio irremediable se debe efectuar con una óptica, si bien no menos rigurosa, sí menos estricta, para así materializar, en el campo de la acción de tutela, la particular atención y protección que el Constituyente otorgó a estas personas, dadas sus condiciones de vulnerabilidad, debilidad o marginalidad.”

En ese orden de ideas, en la Sentencia T-799 de 2007
 se reiteraron los presupuestos necesarios para que se pueda estudiar de fondo las solicitudes de reliquidación pensional:
 “(i) Que la persona interesada haya adquirido el status de jubilado, o lo que es igual, que se le haya reconocido su pensión;

“(ii) Que haya actuado en sede administrativa; es decir, que haya interpuesto los recursos de vía gubernativa contra el acto que reconoció la pensión, haya presentado la solicitud de reliquidación ante el respectivo fondo de pensiones o, en igual medida, requerido a la respectiva entidad para que certifique su salario real y ésta se hubiere negado; 

“(iii) Que haya acudido a las vías judiciales ordinarias para satisfacer sus pretensiones, se encuentre en tiempo de hacerlo o, en su defecto, demuestre que ello es imposible por razones ajenas a su voluntad; y

 “(iv) Que acredite las condiciones materiales que justifican la protección por vía de tutela, esto es, su condición de persona de la tercera edad, que la actuación resulta violatoria de sus derechos fundamentales como la dignidad humana, la subsistencia, el mínimo vital y la salud en conexidad con la vida u otras garantías superiores, y que el hecho de someterla al trámite de un proceso ordinario hace más gravosa su situación personal.
”

Presupuestos que, a decir verdad, no se cumplen todos en este caso, como quiera que si bien la señora María Dolly Bolívar tiene hoy día la condición de pensionada, nada indica que, más allá de una acción judicial que intentó hace un considerable tiempo, hubiera propuesto recursos en la vía administrativa contra la resolución de la entidad que negó el incremento; tampoco, que hubiese acudido nuevamente a la jurisdicción ordinaria, para que, como precedente, se tuviera en cuenta la orientación de la Corte Constitucional, lo que es relevante, porque con posterioridad la misma alta Corporación se ha referido a esa circunstancia y ha concluido que no en todos los casos se desconoce un precedente suyo, como lo hizo notar en la sentencia T-123 de 2015. 

Adicionalmente, tampoco se adujo, ni se acreditó, que para esas omisiones se hubieran dado causas ajenas a su voluntad; menos aún, que sus condiciones materiales de vida justifiquen la intervención del juez constitucional si, se reitera, recibe una mesada con la que, por lo que se deduce del plenario y la época desde cuando la recibe, ha logrado subvenir su necesidades básicas, solo que ahora, haciendo eco de un reciente pronunciamiento de la Corte relacionado con la imprescriptibilidad de los incrementos pensionales por personas a cargo, estima que se le vulneran sus derechos fundamentales. Es decir, quedó sin acreditar que la falta del reconocimiento de la diferencia a la que aspira en su pensión, signifique la trasgresión actual e inminente de derechos como los que cita la Corte: su dignidad, su subsistencia, el mínimo vital, o la salud, mucho menos ésta, porque para su cobertura deben estarse efectuando los descuentos respectivos. 

Ahora bien, la sola edad suya y la de su compañero, es insuficiente para abrir paso a la protección deprecada, pues sus derechos fundamentales, se insiste, no se ven comprometidos con la negativa de Colpensiones, que bien pudo ser sometida al escrutinio de la misma entidad, o lo puede todavía ser ante la jurisdicción ordinaria. 
Este derrotero es suficiente para concluir que la razón estuvo de parte del despacho; en consecuencia, se prohijará la sentencia de primer grado, pero con la modificación de que ante la presencia de una causal de improcedencia, en los términos del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, el amparo ha debido declararse improcedente sin aludir a la negativa, pues lo primero implica que no haya un análisis de fondo de la cuestión, que sí debe realizarse cuando se deniega. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia proferida el pasado 25 de octubre por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por María Dolly Bolívar Vélez frente a la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, en cuanto se declara, de manera exclusiva, IMPROCEDENTE por las razones arriba plasmadas.
Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS         
           DUBERNEY GRISALES HERRERA                                
� Argumentos que se mantienen en la actualidad, como se lee, v. gr., en la misma sentencia T-831 de 2014 citada por la accionamnte. 


� M.P. Clara Inés Vargas Hernández


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra


� Sentencia T-580 de 2005. “Este Tribunal ha sostenido que la procedencia excepcional de la acción de tutela en los casos de reconocimiento de pensiones, adquieren cierto grado de justificación cuando sus titulares son personas de la tercera edad, ya que se trata de sujetos que por su condición económica, física o mental se encuentran en situación de debilidad manifiesta, lo que permite otorgarles un tratamiento especial y diferencial más digno y proteccionista que el reconocido a los demás miembros de la comunidad. Para la Corte, la tardanza o demora en la definición de los conflictos relativos al reconocimiento y reliquidación de la pensión a través de los mecanismos ordinarios de defensa, sin duda puede llegar a afectar los derechos de las personas de la tercera edad al mínimo vital, a la salud, e incluso a su propia subsistencia, lo que en principio justificaría el desplazamiento excepcional del medio ordinario y la intervención plena del juez constitucional, precisamente, por ser la acción de tutela un procedimiento judicial preferente, breve y sumario de protección de los derechos fundamentales”.


� T- 668 de 2007 M.P.  Clara Inés Vargas Hernández. En el  mismo sentido puede consultarse la sentencia T- 456 de 2004 M.P. Jaime Araújo Rentería y la T-789 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa


� M.P. Jaime Córdoba Triviño 


� Sentencias T-534 de 2001 MP Jaime Córdoba Triviño, T-1016 de 2001, MP Eduardo Montealegre Lynett, T-620 de 2002, MP Álvaro Tafur Galvis, T-634 de 2002, MP Eduardo Montealegre Lynett,  T-1022 de 2002, MP Jaime Córdoba Triviño y T-083 de 2004, MP Rodrigo Escobar Gil.
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